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4, 5 y 6 (agresiones sexuales a menores), y 571 a 580 (organizaciones y grupos terroristas y delitos de 
terrorismo) del Código Penal, o de cualquier otro delito que tenga señalada en dicho Código o en las leyes 
penales especiales pena de prisión igual o superior a 15 años, el Juez deberá imponer las medidas 
siguientes:  

a) si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere 14 o 15 años de edad, una medida de internamiento 
en régimen cerrado de 1 a 5 años de duración, complementada en su caso por otra medida de libertad 
vigilada de hasta 3 años.  

b) si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere 16 o 17 años de edad, una medida de internamiento 
en régimen cerrado de 1 a 8 años de duración, complementada en su caso por otra de libertad vigilada con 
asistencia educativa de hasta 5 años. En este supuesto sólo podrá hacerse uso de las facultades de 
modificación, suspensión o sustitución de la medida impuesta a las que se refieren los artículos 13, 40 y 51.1 
de esta ley orgánica, cuando haya transcurrido al menos, la mitad de la duración de la medida de 
internamiento impuesta.  

c) cuando el delito cometido lo sea de los tipificados en los art. 178 a 183 (agresiones sexuales y agresiones 
sexuales a menores de 16) del Código Penal, las medidas previstas en los dos apartados anteriores deberán 
acompañarse de una medida de educación sexual y educación para la igualdad.  

Pluralidad de infracciones (Art. 11) 

Los límites máximos establecidos en el art. 9 y en el apdo. 1 del art. 10 serán aplicables, con arreglo a los 
criterios establecidos en el art. 7, apdos. 3 y 4, aunque el menor fuere responsable de 2 o más infracciones, 
en el caso de que éstas sean conexas o se trate de una infracción continuada, así como cuando 1 sólo hecho 
constituya 2 o más infracciones. No obstante, en estos casos, el Juez, para determinar la medida o medidas 
a imponer, así como su duración, deberá tener en cuenta, además del 1interés del menor, la 2naturaleza y el 
3número de las infracciones, tomando como referencia la más grave de todas ellas. Si pese a lo dispuesto 
en el artículo 20.1 de esta Ley dichas infracciones hubiesen sido objeto de diferentes procedimientos, el 
último Juez sentenciador señalará la medida o medidas que debe cumplir el menor por el conjunto de los 
hechos, dentro de los límites y con arreglo a los criterios expresados en el párrafo anterior.  

Cuando alguno o algunos de los hechos a los que se refiere el apartado anterior fueren de los mencionados en 
el art. 10.2 de esta Ley, la medida de internamiento en régimen cerrado podrá alcanzar una duración máxima 
de 10 años para los mayores de 16 años y de 6 años para los menores de esa edad, sin perjuicio de la medida 
de libertad vigilada que, de forma complementaria, corresponda imponer con arreglo a dicho artículo.  

Modificación de la medida impuesta (Art. 13) 

El Juez competente para la ejecución, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o del letrado del menor, 
previa audiencia de estos e informe del equipo técnico y, en su caso, de la entidad pública de protección o 
reforma de menores, podrá en cualquier momento dejar sin efecto la medida impuesta, reducir su duración 
o sustituirla por otra, siempre que la modificación redunde en el interés del menor y se exprese 
suficientemente a este el reproche merecido por su conducta.  

Mayoría de edad del condenado (Art. 14) 

Cuando el menor a quien se le hubiere impuesto una medida de las establecidas en esta Ley alcanzase la 
mayoría de edad, continuará el cumplimiento de la medida hasta alcanzar los objetivos propuestos en la 
sentencia en que se le impuso conforme a los criterios expresados en los artículos anteriores.  

Cuando se trate de la medida de internamiento en régimen cerrado y el menor alcance la edad de 18 años 
sin haber finalizado su cumplimiento, el Juez de Menores, oído el 1Ministerio Fiscal, el 2letrado del menor, 
el 3equipo técnico y la 4entidad pública de protección o reforma de menores, podrá ordenar en auto 
motivado que su cumplimiento se lleve a cabo en un centro penitenciario conforme al régimen general 
previsto en la Ley Orgánica General Penitenciaria si la conducta de la persona internada no responde a los 
objetivos propuestos en la sentencia.  

No obstante lo señalado en los apartados anteriores, cuando las medidas de internamiento en régimen 
cerrado sean impuestas a quien haya cumplido 21 años de edad o, habiendo sido impuestas con 
anterioridad, no hayan finalizado su cumplimiento al alcanzar la persona dicha edad, el Juez de Menores, 
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oídos el Ministerio Fiscal, el letrado del menor, el equipo técnico y la entidad pública de protección o 
reforma de menores, ordenará su cumplimiento en centro penitenciario  

Cuando el menor pase a cumplir la medida de internamiento en un centro penitenciario, quedarán sin 
efecto el resto de medidas impuestas por el Juez de Menores que estuvieren pendientes de cumplimiento 
sucesivo o que estuviera cumpliendo simultáneamente con la de internamiento, si éstas no fueren 
compatible con el régimen penitenciario, todo ello sin perjuicio de que excepcionalmente proceda la 
aplicación de los artículos 13 y 51 de esta Ley.  

De la prescripción (Art. 15) 

Los hechos delictivos cometidos por los menores prescriben:  

- Cuando se trate de los hechos delictivos tipificados en los art. 138, 139, 179, 180 y 571 a 580 del Código 
Penal o cualquier otro sancionado en el Código Penal o en las leyes penales especiales con pena de 
prisión igual o superior a 15 años.  

- A los 5 años, cuando se trate de un delito grave sancionado en el Código Penal con pena superior a 10 años.  

- A los 3 años, cuando se trate de cualquier otro delito grave.  

- Al año, cuando se trate de un delito menos grave.  

- A los 3 meses, cuando se trate de una falta.  

Las medidas que tengan una duración superior a los 2 años prescribirán a los 3 años. Las restantes medidas 
prescribirán a los 2 años, excepto la 1amonestación, las 2prestaciones en beneficio de la comunidad y la 
3permanencia de fin de semana, que prescribirán al 1 año.  

LA INSTRUCCIÓN DEL PROCEDIMIENTO (Tít. 3) 

REGLAS GENERALES (Cap. 1) 

Incoación del expediente (Art. 16) 

Corresponde al Ministerio Fiscal la instrucción de los procedimientos por los hechos a los que se refiere el art. 
1 (exigir la responsabilidad de las personas mayores de catorce años y menores de dieciocho) de esta Ley.  

Quienes tuvieren noticia de algún hecho de los indicados en el apartado anterior, presuntamente cometido 
por un menor de 18 años, deberán ponerlo en conocimiento del Ministerio Fiscal, el cual 1admitirá o no a 
trámite la denuncia, según que los hechos sean o no indiciariamente constitutivos de delito; 2custodiará las 
piezas, documentos y efectos que le hayan sido remitidos, y practicará, en su caso, las 3diligencias que estime 
pertinentes para la comprobación del hecho y de la responsabilidad del menor en su comisión, pudiendo 
resolver el archivo de las actuaciones cuando los hechos no constituyan delito o no tengan autor conocido. 
La resolución recaída sobre la denuncia deberá notificarse a quienes hubieran formulado la misma.  

Una vez efectuadas las actuaciones indicadas en el apartado anterior, el Ministerio Fiscal dará cuenta de la 
incoación del expediente al Juez de Menores, quien iniciará las diligencias de trámite correspondientes.  

El Juez de Menores ordenará al propio tiempo la apertura de la pieza separada de responsabilidad civil, 
que se tramitará conforme a lo establecido en las reglas del art. 64 de esta Ley.  

Cuando los hechos mencionados en el artículo 1 hubiesen sido cometidos conjuntamente por mayores de 
edad penal y por personas de las edades (más de 14 y menos de 18) indicadas en el mismo artículo 1, el Juez 
de Instrucción competente para el conocimiento de la causa, tan pronto como compruebe la edad de los 
imputados, 1adoptará las medidas necesarias para asegurar el éxito de la actividad investigadora respecto 
de los mayores de edad y 2ordenará remitir testimonio de los particulares precisos al Ministerio Fiscal, a 
los efectos prevenidos en el apdo. 2 de este artículo.  

Detención de los menores (Art. 17) 

Las autoridades y funcionarios que intervengan en la detención de un menor deberán practicarla en la 
forma que menos perjudique a éste y estarán obligados a informarle, en un lenguaje claro y comprensible y 
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de forma inmediata, de los 1hechos que se le imputan, de las 2razones de su detención y de los 3derechos 
que le asisten, especialmente los reconocidos en el artículo 520 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, así 
como a garantizar el respeto de los mismos. También deberán notificar inmediatamente el hecho de la 
detención y el lugar de la custodia a los representantes legales del menor y al Ministerio Fiscal. Si el menor 
detenido fuera extranjero, el hecho de la detención se notificará a las correspondientes autoridades 
consulares cuando el menor tuviera su residencia habitual fuera de España o cuando así lo solicitaran el 
propio menor o sus representantes legales.  

Toda declaración del detenido, se llevará a cabo en presencia de su letrado y de aquéllos que ejerzan la 
patria potestad, tutela o guarda del menor -de hecho o de derecho-, salvo que, en este último caso, las 
circunstancias aconsejen lo contrario. En defecto de estos últimos la declaración se llevará a cabo en 
presencia del Ministerio Fiscal, representado por persona distinta del instructor del expediente. El menor 
detenido tendrá derecho a la entrevista reservada con su abogado con anterioridad y al término de la 
práctica de la diligencia de toma de declaración.  

Mientras dure la detención, los menores deberán hallarse custodiados en dependencias adecuadas y separadas 
de las que se utilicen para los mayores de edad, y recibirán los cuidados, protección y asistencia social, 
psicológica, médica y física que requieran, habida cuenta de su edad, sexo y características individuales.  

La detención de un menor por funcionarios de policía no podrá durar más tiempo del estrictamente necesario 
para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, dentro 
del plazo máximo de 24 horas, el menor detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición del Ministerio 
Fiscal. Se aplicará, en su caso, lo dispuesto en el artículo 520 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
atribuyendo la competencia para las resoluciones judiciales previstas en dicho precepto al Juez de Menores.  

Cuando el detenido sea puesto a disposición del Ministerio Fiscal, éste habrá de resolver, dentro de las 48 
horas a partir de la detención, sobre la 1puesta en libertad del menor, sobre el 2desistimiento al que se 
refiere el artículo siguiente, o sobre la 3incoación del expediente, poniendo a aquél a disposición del Juez 
de Menores competente e instando del mismo las oportunas medidas cautelares, con arreglo a lo 
establecido en el artículo 28.  

El Juez competente para el procedimiento de hábeas corpus en relación a un menor será el Juez de 
Instrucción del 1lugar en el que se encuentre el menor privado de libertad; si no constare, el del 2lugar 
donde se produjo la detención, y, en defecto de los anteriores, el del 3lugar donde se hayan tenido las últimas 
noticias sobre el paradero del menor detenido. Cuando el procedimiento de hábeas corpus sea instado por 
el propio menor, la fuerza pública responsable de la detención lo notificará inmediatamente al Ministerio 
Fiscal, además de dar curso al procedimiento conforme a la ley orgánica reguladora.  

Desistimiento de la incoación del expediente por corrección en el ámbito educativo y familiar (Art. 18) 

El Ministerio Fiscal podrá desistir de la incoación del expediente cuando los hechos denunciados 
constituyan delitos menos graves sin violencia o intimidación en las personas o faltas, tipificados en el 
Código Penal o en las leyes penales especiales. En tal caso, el Ministerio Fiscal dará traslado de lo actuado 
a la entidad pública de protección de menores para la aplicación de lo establecido en el artículo 3 (Régimen 
de los menores de 14 años) de la presente Ley. Asimismo, el Ministerio Fiscal comunicará a los ofendidos o 
perjudicados conocidos el desistimiento acordado.  

Sobreseimiento del expediente por conciliación o reparación entre el menor y la víctima (Art. 19) 

También podrá el Ministerio Fiscal desistir de la continuación del expediente, atendiendo a la 1gravedad y 
circunstancias de los hechos y del menor, de modo particular a la 2falta de violencia o intimidación graves 
en la comisión de los hechos, y a la 3circunstancia de que además el menor se haya conciliado con la víctima 
o haya asumido el compromiso de reparar el daño causado a la víctima o al perjudicado por el delito, o se 
haya comprometido a cumplir la actividad educativa propuesta por el equipo técnico en su informe.  

El desistimiento en la continuación del expediente sólo será posible cuando el hecho imputado al menor 
constituya delito menos grave o falta.  



 

 

9 / 21 

 

Responsabilidad penal de los menores 

 Ley orgánica 5/2000, de 12 de enero, de la responsabilidad penal de los menores 

 

A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, se entenderá producida la conciliación cuando el menor 
reconozca el daño causado y se disculpe ante la víctima, y ésta acepte sus disculpas, y se entenderá por 
reparación el compromiso asumido por el menor con la víctima o perjudicado de realizar determinadas 
acciones en beneficio de aquellos o de la comunidad, seguido de su realización efectiva. Todo ello sin 
perjuicio del acuerdo al que hayan llegado las partes en relación con la responsabilidad civil.  

Cuando la medida sea consecuencia de la comisión de alguno de los delitos tipificados en los Capítulos I y 
II (agresiones sexuales y agresiones sexuales a menores de 16) del Título VIII del Código Penal, o estén 
relacionados con la violencia de género, no tendrá efecto de conciliación, a menos que la 1víctima lo solicite 
expresamente y que el 2menor, además, haya realizado la medida accesoria de educación sexual y de 
educación para la igualdad.  

El correspondiente equipo técnico realizará las funciones de mediación entre el menor y la víctima o 
perjudicado, a los efectos indicados en los apartados anteriores, e informará al Ministerio Fiscal de los 
compromisos adquiridos y de su grado de cumplimiento.  

Una vez 1producida la conciliación o cumplidos los compromisos de reparación asumidos con la víctima o 
perjudicado por el delito o falta cometido, o cuando una u otros 2no pudieran llevarse a efecto por causas 
ajenas a la voluntad del menor, el Ministerio Fiscal dará por concluida la instrucción y solicitará del Juez el 
sobreseimiento y archivo de las actuaciones, con remisión de lo actuado.  

En el caso de que el menor no cumpliera la reparación o la actividad educativa acordada, el Ministerio 
Fiscal continuará la tramitación del expediente.  

Remisión al órgano competente (Art. 21) 

Cuando el conocimiento de los hechos no corresponda a la competencia de los Juzgados de Menores, el 
Fiscal acordará la remisión de lo actuado al órgano legalmente competente.  

De la incoación del expediente (Art. 22) 

Desde el mismo momento de la incoación del expediente, el menor tendrá derecho a:  

a) Ser informado por el Juez, el Ministerio Fiscal, o agente de policía de los derechos que le asisten.  

b) Designar abogado que le defienda, o a que le sea designado de oficio y a entrevistarse reservadamente 
con él, incluso antes de prestar declaración.  

c) Intervenir en las diligencias que se practiquen durante la investigación preliminar y en el proceso judicial, 
y a proponer y solicitar, respectivamente, la práctica de diligencias.  

d) Ser oído por el Juez o Tribunal antes de adoptar cualquier resolución que le concierna personalmente.  

e) La asistencia afectiva y psicológica en cualquier estado y grado del procedimiento, con la presencia de 
los padres o de otra persona que indique el menor, si el Juez de Menores autoriza su presencia.  

f) La asistencia de los servicios del equipo técnico adscrito al Juzgado de Menores.  

El expediente será notificado al menor desde el momento mismo de su incoación, a salvo lo dispuesto en 
el art. 24 (Secreto de expediente). A tal fin, el Fiscal requerirá al menor y a sus representantes legales para 
que designen letrado en el plazo de 3 días, advirtiéndoles que, de no hacerlo, se le nombrará de oficio de 
entre los integrantes del turno de especialistas del correspondiente Colegio de Abogados. Una vez 
producida dicha designación, el Fiscal la comunicará al Juez de Menores.  

Actuación instructora del Ministerio Fiscal (Art. 23) 

La actuación instructora del Ministerio Fiscal tendrá como objeto, tanto 1valorar la participación del menor 
en los hechos para expresarle el reproche que merece su conducta, como 2proponer las concretas medidas 
de contenido educativo y sancionador adecuadas a las 1circunstancias del hecho y de su autor y, sobre 
todo, al 2interés del propio menor valorado en la causa.  

El Ministerio Fiscal deberá dar vista del expediente al 1letrado del menor y, en su caso, a 2quien haya 
ejercitado la acción penal, en un plazo no superior a 24 horas, tantas veces como aquel lo solicite.  
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El Ministerio Fiscal no podrá practicar por sí mismo diligencias restrictivas de derechos fundamentales, 
sino que habrá de solicitar del Juzgado la práctica de las que sean precisas para el buen fin de las 
investigaciones. El Juez de Menores resolverá sobre esta petición por auto motivado. La práctica de tales 
diligencias se documentará en pieza separada.  

El Ministerio Fiscal, de oficio o a petición de cualquiera de las partes personadas, instará al Juzgado de 
menores, la práctica de la declaración de la víctima o de un cualquier otro testigo, con las garantías de la 
prueba preconstituida, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, asegurando 
en todo caso el principio de contradicción cuando concurran alguno de los supuestos siguientes:  

a) Cuando exista riesgo de imposibilidad de concurrir al juicio oral.  

b) Cuando se trate de una persona especialmente vulnerable. En todo caso, tendrá esa consideración toda 
persona menor de catorce años o persona con discapacidad necesitada de especial protección». 

De la acusación particular (Art. 25) 

Podrán personarse en el procedimiento como acusadores particulares, a salvo de las acciones previstas por 
el artículo 61 de esta ley, las 1personas directamente ofendidas por el delito, 2sus padres, sus 3herederos o 
sus 4representantes legales si fueran menores de edad o incapaces, con las facultades y derechos que 
derivan de ser parte en el procedimiento, entre los que están, entre otros, los siguientes:  

a) Ejercitar la acusación particular durante el procedimiento.  

b) Instar la imposición de las medidas a las que se refiere esta ley.  

c) Tener vista de lo actuado, siendo notificado de las diligencias que se soliciten y acuerden.  

d) Proponer pruebas que versen sobre el hecho delictivo y las circunstancias de su comisión, salvo en lo 
referente a la situación psicológica, educativa, familiar y social del menor.  

e) Participar en la práctica de las pruebas, ya sea en fase de instrucción ya sea en fase de audiencia; a 
estos efectos, el órgano actuante podrá denegar la práctica de la prueba de careo, si esta fuera solicitada, 
cuando no resulte fundamental para la averiguación de los hechos o la participación del menor en los 
mismos.  

f) Ser oído en todos los incidentes que se tramiten durante el procedimiento.  

g) Ser oído en caso de modificación o de sustitución de medidas impuestas al menor.  

h) Participar en las vistas o audiencias que se celebren.  

i) Formular los recursos procedentes de acuerdo con esta ley.  

Una vez admitida por el Juez de Menores la personación del acusador particular, se le dará traslado de 
todas las actuaciones sustanciadas de conformidad con esta ley y se le permitirá intervenir en todos los 
trámites en defensa de sus intereses.  

Diligencias propuestas por las partes (Art. 26) 

Las partes podrán solicitar del Ministerio Fiscal la práctica de cuantas diligencias consideren necesarias. El 
Ministerio Fiscal decidirá sobre su admisión, mediante resolución motivada que notificará al letrado del 
menor y a quien en su caso ejercite la acción penal y que pondrá  
en conocimiento del Juez de Menores. Las partes podrán, en cualquier momento, reproducir ante el 
Juzgado de Menores la petición de las diligencias no practicadas.  

Informe del equipo técnico (Art. 27) 

Durante la instrucción del expediente, el Ministerio Fiscal requerirá del equipo técnico, que a estos efectos 
dependerá funcionalmente de aquél sea cual fuere su dependencia orgánica, la elaboración de un informe o 
actualización de los anteriormente emitidos, que deberá serle entregado en el plazo máximo de 10 días, 
prorrogable por un período no superior a 1 mes en casos de gran complejidad, sobre la 1situación psicológica, 
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